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León, Guanajuato, a 08 ocho de agosto del año 2013, dos mil trece. . . . . . . . 
V I S T O para resolver el expediente número 533/2012-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta por la ciudadana MARIA MAGDALENA MUÑOZ RODRIGUEZ, en contra del Tesorero Municipal del Municipio de León, Guanajuato; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O:

SEGUNDO.- Que realizando un estudio integral de la demanda, como un todo, se determina que la parte actora impugna la modificación de la base gravable del impuesto predial y el avalúo fiscal del inmueble …, con cuenta predial … y cuenta catastral …, fijada en la cantidad de …; y, la existencia de los actos combatidos se encuentra acreditada en autos de esta causal fiscal, la del primer acto con el Estado de Cuenta del Impuesto Predial, impreso con fecha 16 dieciséis de noviembre del año 2012 dos mil doce y la del segundo acto con la copia certificada del avalúo de fecha 20 veinte de junio del mismo año, probanzas que obran en el sumario. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El Tesorero Municipal en la contestación de la demanda, opone las excepciones y defensas siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La excepción derivada de los artículos 137 y 138 del referido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, toda vez que los actos impugnados reúnen los requisitos de existencia y validez contemplados en los citados numerales; al respecto cabe mencionar, que de los argumentos podemos desprender una defensa, en el sentido de que los actos tildados de ilegales no reúnen los elementos y requisitos de validez, aspectos que se analizarán al momento de determinar la legalidad o ilegalidad de los actos fiscales combatidos. . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . 

La falta de acción y carencia de derecho para efectos de este proceso se estima que es lo mismo la carencia de acción y la carencia de interés jurídico, de ahí resulta, que a diferencia de las controversias en derecho privado, conforme a la técnica jurídica del proceso contencioso administrativo, la falta de acción no es posible analizarla como excepción, sino que debe abordarse como causal de improcedencia por carencia de interés jurídico, siendo lo anterior así, en la especie se determina que la parte actora si cuenta con interés jurídico para impugnar la modificación del valor fiscal del inmueble que nos ocupa, toda vez que el estado de cuenta y el avalúo que obran en autos, se encuentra dirigido hacia su persona y como destinataria de los actos impugnados esta en aptitud de intentar la presente demanda, por ende, no se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción I   del  artículo  261  del   multicitado   Código  de  Procedimiento  y  Justicia 
Administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La  excepción Nom  Mutati  Libeli, se considera que esta excepción no opera 
en el proceso administrativo, en razón de que cuando se actualiza alguna de las hipótesis jurídicas contempladas por el artículo 284 del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, el juzgador se encuentra constreñido a conceder y respetar el derecho de ampliar la demanda, pues de no hacerlo así, se incurriría en una violación de naturaleza procesal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por otra parte, de las constancias que integran esta causa se advierte que no se actualiza ningún otra causal de improcedencia de las previstas en el citado artículo 261, por lo que en el siguiente considerando se procede al estudio de los conceptos de impugnación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Que en el primer concepto de impugnación el actor aduce en esencia que los actos combatidos le causan agravio, en virtud de que las autoridades le imponen una carga fiscal, que corresponde a un incremento de más del trescientos por ciento a la que tomó como base para tributar el impuesto predial de la presente anualidad, sin que se le haya notificado el procedimiento correspondiente, así como tampoco el resultado de dicho avalúo; en el segundo concepto de impugnación expresa que su actualización no se le notificó, no obstante que en los términos de los artículos 1 y 2 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato la autoridad exactora para determinar la base y tasa gravable para el cálculo del Impuesto Predial misma que debe regir su actuación estrictamente en el contenido por las leyes relativas, razón por lo cual, las responsables, para modificar la base gravable del inmueble de su propiedad debieron ajustar su actuación al contenido de los artículos 24 y 25 de la Ley de hacienda referida y que tenían que notificarle en ejercicio de las facultades que la ley les confiere iban a realizar un avaluó en su propiedad para determinar su valor, debiendo realizar un análisis pormenorizado de la situación de la actual finca, (Está en ruinas), sin notificarle se fijó un valor distinto al del año 2012, dos mil doce, transgredió el contenido en los artículos 79, 80 y 81 de la Ley en cita y al no haberse verificado en dichos términos se violentan en su perjuicio sus garantías fundamentales; y, en el tercer concepto de impugnación señala que es fuente de agravio la inobservancia de los artículos 176 y 177 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, transcribe los dos preceptos, que la autoridad exactora, en ningún momento para determinar el nuevo valor del inmueble de su propiedad se ajustó a lo establecido por los numerales en cita, razón por la cual deberá ser declarado sin efecto cualquier avalúo practicado por la exactora, esto es, la Tesorería Municipal por conducto de los peritos a su cargo, así como la base para el cálculo del impuesto predial y con la que pretende calcular el impuesto para el año 2013, dos mil trece. Por su parte, el Tesorero Municipal en la contestación de la demanda, en cuanto al primer agravio expresa que resulta improcedente, ya que contrario a lo que manifiesta el actor, no se han violentado por parte de esa autoridad ninguna garantía constitucional, además que las violaciones constitucionales han sido encomendadas a una autoridad diversa a la que conoce la presente, ya que al Juzgado Municipal solo le compete resolver sobre la legalidad con que emiten los actos de las dependencias administrativas y no sobre la constitucionalidad de los mismos, no se ha violentado lo dispuesto por los artículos 137 y 138 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, ya que para llegar a la modificación del valor fiscal se llevó a cabo el procedimiento contemplado en el artículo 168 de la Ley de Hacienda; respecto al segundo agravio aduce que resulta improcedente, ya que los actos emitidos por las autoridades se presumen de buena fe, y al momento en que se da por enterado el particular del acto administrativo se convalida la notificación y contrario a lo que manifiesta el actor, para llegar a la modificación del valor fiscal del inmueble propiedad del promovente, se agotó el procedimiento administrativo aplicable en la Ley de la materia; en cuanto al tercer agravio expresa que de igual forma resulta inoperante, ya que como se acredita con la documental que se anexa a la presente se agotó el procedimiento contemplado en la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, por lo que si se cumplió con lo dispuesto en los artículos 176, 177 y 162 de la Ley en comento; por lo que contrario a lo que manifiesta el actor si fue agotado conforme a derecho ya que existe la orden de valuación, así como la notificación respectiva, resultando falsa la afirmación del actor. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Concepto de impugnación que resulta FUNDADO, en mérito de las  siguientes razones lógicas y jurídicas: . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En principio, se impone señalar que estos tres conceptos de impugnación se analizaran de manera conjunta, en razón de que la argumentación lógica y jurídica expresada en los mismos tiene relación entre sí. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En segundo lugar, cabe mencionar que los artículos 176 y 177 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, establecen las formalidades para la práctica de avalúos y dichos numerales constriñen al Tesorero Municipal, de manera previa, a la emisión del avalúo de un inmueble, a cumplir con los pasos formales siguientes: 1.- Emitir una orden escrita debidamente fundada y motivada; 2.- Designar en dicha orden al perito o peritos para la práctica del avalúo; 3.- Emitir la notificación de los resultados del avalúo y el monto del impuesto; 4.- Conceder un plazo de 30 treinta días, al contribuyente para que formule aclaraciones; 5.- Valuar por separado el terreno y las construcciones; 6.- Elaborar el avalúo en las formas oficiales correspondientes; 7.- Aplicar valores unitarios del suelo y de las construcciones conforme lo establece la Ley de Ingresos para el Municipio de León, Guanajuato, para el ejercicio fiscal correspondiente; y 8.- Practicar la visita física por parte del perito en hora y día hábiles al inmueble objeto de la valuación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Bajo la tesitura de lo expuesto, en el caso que se resuelve, previamente a la emisión del avalúo y de la modificación de la base gravable del impuesto predial respecto al inmueble …, no se respetaron las formalidades esenciales del procedimiento de valuación, como lo son la emisión de la orden de valuación, la designación formal del perito autorizado para practicar el avalúo, ni la  práctica de la  visita física al inmueble objeto de la valuación, por parte del perito. . . . . . . . . . . . . . . 
Lo anterior es así, entre otras razones, por lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Sobre el particular cabe precisar que el procedimiento de valuación genera derechos y obligaciones, por lo que el actor tiene el derecho de recibir los actos señalados en supralíneas; sin embargo, en las constancias y actuaciones que obran en el sumario, se advierte que no consta la orden de valuación escrita emitida por la entonces Tesorera Municipal de León, Guanajuato, por ende, no se acreditó la existencia de la orden de valuación exigida por el primer párrafo del artículo 176 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato; de igual manera, la entonces Tesorera Municipal en autos de esta causa fiscal, no demostró con medio convictivo alguno, que haya autorizado perito para practicar la visita física al inmueble que nos ocupa, ni tampoco justifica que a la parte actora le haya dado a conocer la orden de valuación respectiva, en virtud de que omitió exhibir al sumario el acta circunstanciada relativa a la visita practicada al inmueble materia de la valuación, en consecuencia, en la especie no se encuentran acreditadas las exigencias que contempla el primer párrafo del artículo 177 de la pluricitada Ley de Hacienda para los Municipios, en el sentido de practicar una visita física al inmueble y de mostrar a los ocupantes del mismo la orden de valuación respectiva. . . . .  . . . . 

Así tenemos que, el avalúo que arroja la base gravable del impuesto predial que constituye el valor fiscal del inmueble, es un acto que debe estar precedido de una orden de valuación y de una visita física al inmueble materia de la valuación, pues constituyen las formalidades previstas en los artículos 176 y 177 de la citada Ley de Hacienda para los Municipios, en consecuencia, la ausencia de estos actos, origina la ilegalidad del avalúo … y por consiguiente la ilegalidad de la modificación de la base gravable; pues, el avalúo como acto fiscal no reúne el elemento de validez establecido en el artículo 137, fracción VIII, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, elementos que deben satisfacer los actos administrativos, estos últimos entendidos en su acepción amplia, por ello, no existe impedimento para concluir que los actos emitidos por las autoridades fiscales quedan incluidos en los actos administrativos; de esta forma, de acuerdo a lo señalado por la fracción VIII del referido artículo 137, el Tesorero Municipal para emitir el avalúo que origina la modificación de la base gravable del impuesto predial del inmueble que nos ocupa, esta constreñido a satisfacer las formalidades del procedimiento de valuación establecidas en los artículos 176 y 177 de la pluricitada Ley de Hacienda para los Municipios, formulismos que se incumplieron por parte de la entonces Tesorera Municipal, al haber omitido la emisión de la orden de valuación y al no ordenar la diligencia de la visita física al inmueble, por consiguiente, estos vicios del procedimiento de valuación también traen consigo la ilegalidad de la cuota anual fijada …, en virtud de que tiene su origen en un acto viciado de origen como lo es el avalúo que origina la  modificación de la base gravable. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En ese sentido, con la emisión de los actos fiscales combatidos, se violan en perjuicio de la parte actora los derechos protegidos por los artículos 4 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato en vigor; y, 176 y 177 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato; por ende, es el caso que se actualiza la causal de ilegalidad prevista en la fracción III del artículo 302 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato y se afecta de manera directa e inmediata la esfera jurídica de la justiciable, por lo que con fundamento en lo establecido en el artículo 300, fracción II, del mismo Código, es de decretarse la nulidad lisa y llana del avalúo …, que fija el valor fiscal … y la modificación de la base gravable del impuesto predial del inmueble …, con cuenta predial …, así como de la cuota anual fijada e…, por su carácter de acto consecuente. De esta manera, no existe impedimento para que la autoridad demandada emita los actos impugnados con estricto apego a Derecho; no obstante lo anterior, la nulidad de los actos impugnados trae como consecuencia jurídica que prevalezcan las cosas en la misma situación que tenían antes de la emisión del acto combatido, lo que constriñe a la autoridad fiscal Municipal en el caso de que proceda a determinar y liquidar el impuesto predial por los periodos ya sean anuales o bimestrales que se deban pagar, de manera debidamente fundada y motivada, aplicando como base el valor fiscal anterior al impugnado en este proceso. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
QUINTO.- Que la argumentación esgrimida en los conceptos de impugnación analizados en el considerando que antecede, es suficiente para declarar la nulidad de los actos impugnados, por lo que resulta innecesario el estudio de los demás conceptos de impugnación esgrimidos en el capítulo respectivo de la demanda, toda vez que de resultar procedente alguno de estos, en nada variaría el sentido de esta sentencia. Al respecto resulta ilustrativa la tesis sustentada por la Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Séptima época, Volumen 157-162. Cuarta Parte, visible a página 32, bajo el rubro siguiente: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.- Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de estos y el mismo es suficiente para otorgar al peticionario de garantías la protección y el amparo de la justicia federal, resulta innecesario el estudio de los demás motivos de queja”. . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 243 párrafo  segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato en vigor; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299, 300 fracciones II y 302 fracción III, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SEGUNDO.- Se declara la  NULIDAD  LISA Y LLANA del avalúo …, que fija el valor fiscal … del inmueble …, con cuenta predial …; de la modificación de la base gravable del impuesto predial del referido bien inmueble; y, de la cuota anual fijada …, por su carácter de acto consecuente; lo anterior, por las razones lógicas y jurídicas expuestas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . .  . . . . . 

Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos. . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dese  de baja en el Libro de Registros de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma, en 4 cuatro tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ, Secretaria de Estudio y Cuenta.- que da fe. . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . 
